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			TEMA 1

			
TIPOS DE INFRACCIONES PENALES: DELITOS GRAVES, MENOS GRAVES Y LEVES

			
I. DELITOS GRAVES

			
1. CONCEPTO


			— Se distinguen tres clases de infracciones penales en función de la gravedad de las sanciones previstas para el caso de su comisión: delitos graves, menos graves y leves. Los delitos graves [art. 13.1 del Código Penal (CP)] son aquéllos que la ley castiga con pena grave.

			— En el caso de que un delito tenga prevista una pena que, por su extensión, permita clasificarlo simultáneamente como delito grave y menos grave, se considerará en todo caso como grave (art. 13.4 del CP).

			— En el caso de que una infracción que sea constitutiva de delito grave o menos grave, debido a la aplicación de la pena inferior en grado deba recibir una pena menos grave o leve, los Jueces o Tribunales no están limitados por las cuantías mínimas señaladas en la ley para cada clase de pena, y pueden reducirla en la forma que resulte de aplicación de la regla correspondiente (art. 71.1 del CP). Si por aplicación de estas reglas se tuviese que imponer una pena de prisión inferior a los tres meses, será sustituida en todo caso por multa, trabajos en beneficio de la comunidad o localización permanente, aunque la ley no prevea estas penas para el delito de que se trate (art. 71.2 del CP).

			— Las penas accesorias a las principales tendrán la duración que respectivamente tenga la pena principal (art. 33.6 del CP).

			
2. PENAS GRAVES


			— Las penas son graves en función de su naturaleza y duración (art. 33.1 del CP).

			2.1. Penas aplicables a las personas físicas

			A) En primer lugar, se considera pena grave con independencia de su duración:

			a) La prisión permanente revisable.

			b) La inhabilitación absoluta.

			c) La privación de la patria potestad.

			B) En segundo lugar, y siempre que superen los cinco años, también se consideran graves:

			a) La prisión.

			b) Las inhabilitaciones especiales.

			c) La suspensión de empleo o cargo público.

			d) La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos.

			e) La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o Tribunal.

			f) La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o Tribunal.

			C) Y, en tercer y último lugar, y siempre que superen los ocho años:

			a) La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores.

			b) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas.

			2.2. Penas aplicables a las personas jurídicas

			— Las penas aplicables a las personas jurídicas tienen siempre la consideración de penas graves (art. 33.7 del CP) y son las siguientes:

			A) Con independencia de su duración o con carácter definitivo:

			a) Multa por cuotas o proporcional.

			b) Disolución de la persona jurídica. La disolución producirá la pérdida definitiva de su personalidad jurídica, así como la de su capacidad de actuar de cualquier modo en el tráfico jurídico, o llevar a cabo cualquier clase de actividad, aunque sea lícita.

			c) Prohibición definitiva de realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o encubierto el delito.

			B) Sin que puedan exceder de un plazo de cinco años:

			a) Suspensión de sus actividades.

			b) Clausura de sus locales y establecimientos.

			c) Intervención judicial para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los acreedores. La intervención puede afectar a la totalidad de la organización o limitarse a alguna de sus instalaciones o secciones. El Juez o Tribunal debe determinar exactamente el contenido de la intervención, quién será el interventor y los plazos en que debe realizar los informes de seguimiento para el órgano judicial.

			C) Sin que puedan exceder de un plazo de quince años:

			a) Prohibición de realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o encubierto el delito.

			b) Inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con el sector público y para gozar de beneficios e incentivos fiscales o de la Seguridad Social.

			D) La clausura temporal de los locales o establecimientos, la suspensión de las actividades sociales y la intervención judicial podrán ser acordadas también por el Juez Instructor como medida cautelar durante la instrucción de la causa.

			
II. DELITOS MENOS GRAVES

			
1. CONCEPTO


			Los delitos menos graves son las infracciones que la ley castiga con pena menos grave (art. 13.2 del CP).

			— Entre las penas menos graves se encuentra la multa. En caso de impago, la responsabilidad personal subsidiaria tendrá naturaleza menos grave si sustituye a una multa para la que está prevista una pena menos grave (art. 33.5 del CP).

			
2. PENAS MENOS GRAVES


			A) En primer lugar, se considera pena menos grave:

			a) La prisión de tres meses hasta cinco años.

			B) En segundo lugar, y siempre que no sobrepasen los cinco años:

			a) Las inhabilitaciones especiales.

			b) La suspensión de empleo o cargo público.

			C) En tercer lugar, y con una extensión de un año y un día a ocho años:

			a) La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores.

			b) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas.

			D) En cuarto lugar, y con una extensión de un año y un día a cinco años:

			a) Inhabilitación especial para el ejercicio de profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de animales.

			E) En quinto lugar, y con la extensión de seis meses a cinco años:

			a) La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos.

			b) La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o Tribunal.

			c) La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o Tribunal, por tiempo de seis meses a cinco años.

			F) En sexto lugar:

			a) La multa de más de tres meses y

			b) La multa proporcional, cualquiera que fuese su cuantía.

			G) Y en séptimo y último lugar:

			a) Los trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y un días a un año.

			
III. DELITOS LEVES

			
1. CONCEPTO


			— Los delitos leves son las infracciones que la ley castiga con pena leve (art. 13.3 del CP).

			— En el caso de que la pena por su extensión, pueda considerarse simultáneamente como leve y como menos grave, se considerará, en todo caso, como leve (art. 13.4 del CP).

			— Entre las penas leves se encuentra la multa. En caso de impago, la responsabilidad personal subsidiaria tendrá naturaleza leve si sustituye a una multa para la que está prevista una pena leve (art. 33.5 del CP).

			
2. PENAS LEVES


			A) En primer lugar, y con una duración de tres meses a un año:

			a) La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores.

			b) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas.

			c) Inhabilitación especial para el ejercicio de profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de animales.

			B) En segundo lugar, y con un tiempo inferior a seis meses:

			a) La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos.

			C) En tercer lugar, y con un tiempo de un mes a menos de seis meses:

			a) La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o Tribunal.

			b) La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o Tribunal.

			D) En cuarto lugar y con un tiempo de un día a tres meses:

			a) La multa.

			b) La localización permanente.

			E) Y en quinto y último lugar:

			a) Los trabajos en beneficio de la comunidad de uno a treinta días.

		

	
		
			TEMA 2

			
CAUSAS DE EXENCIÓN O ATENUACIÓN DE LA IMPUTABILIDAD. CIRCUNSTANCIAS DE EXENCIÓN O ATENUACIÓN DE LA CULPABILIDAD. CIRCUNSTANCIAS ATENUANTES MODIFICATIVAS DE LA RESPONSABILIDAD PENAL. SUPUESTOS DE EXCLUSIÓN DE LA PUNIBILIDAD

			
I. CAUSAS DE EXENCIÓN O ATENUACIÓN DE LA IMPUTABILIDAD

			
1. CONCEPTO


			— La imputabilidad es la capacidad de comprender que el hecho que se realiza es contrario a Derecho y la capacidad de dirigirse, gobernarse, en función de dicha comprensión. Constituye el presupuesto de la culpabilidad el requisito inicial que permite declarar a un sujeto responsable penalmente. Este concepto se extrae del art. 20.1 del Código Penal (CP) que al contemplar como primera causa de exclusión de la imputabilidad, la anomalía o alteración psíquica, afirma que está exento de responsabilidad penal quien no puede comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión.

			— Por tanto, la imputabilidad exige unas facultades psíquicas y físicas suficientes para poder entender la norma y para poder actuar conforme a ella.

			
2. EFECTO


			2.1. Efecto pleno

			— Si la causa de exclusión de la imputabilidad es plena, se aplica una eximente completa, como afirma el art. 20 del CP («Están exentos de responsabilidad criminal»), que excluye la responsabilidad penal pero permite aplicar una medida de seguridad ya que el sujeto ha cometido un hecho previsto como delito (art. 95.1.1.ª del CP). Además, es necesario (art. 95.1.2.ª del CP) que del hecho y de las circunstancias personales del sujeto pueda deducirse un pronóstico de comportamiento futuro que revele la probabilidad de comisión de nuevos delitos. Sólo con ambos requisitos puede imponerse la medida de seguridad.

			— En este caso y si se impone una medida de internamiento, ésta no podrá exceder del tiempo que habría durado la pena privativa de libertad si el sujeto hubiera sido declarado responsable y a tal efecto el Juez o el Tribunal fijará en la sentencia el límite máximo (arts. 101.1, 102.1 y 103.1 del CP). Además, el Tribunal podrá imponer también desde un principio o durante la ejecución de la sentencia, otras medidas no privativas de libertad (art. 96.3 del CP).

			2.2. Efecto parcial

			Si el efecto es parcial, puede aplicarse una eximente incompleta (art. 21.1 en relación con el art. 68 del CP) que permite rebajar la entidad de la pena en uno o en dos grados. En estos casos de semiimputabilidad o imputabilidad disminuida, puede imponerse además de la pena que se fundamenta en la declaración de imputabilidad, una medida de seguridad que se fundamenta en la disminución de la imputabilidad (y que exige también la comisión de un hecho delictivo y el pronóstico de peligrosidad criminal), como establece el art. 104 del CP.

			— En casos de concurrencia de penas y medidas, cuando la pena es privativa de libertad, se cumple primero la medida de seguridad que se abona para la pena, y además, si una vez cumplida la medida el Juez considera que la ejecución de la pena pudiera poner en peligro los efectos conseguidos con aquélla, se puede suspender el cumplimiento del resto de la pena (art. 99 del CP).

			2.3. Efecto leve

			— Si el efecto en la imputabilidad es de carácter leve, es decir, de poca intensidad, puede aplicarse una circunstancia atenuante para graduar la pena (arts. 65 a 68 del CP) de las contenidas en el art. 21 del CP. Si la circunstancia no se contempla expresamente en los arts. 21.2 a 21.6, puede aplicarse la circunstancia atenuante analógica del art. 21.7 con base en el art. 21.1 que remite a todas las causas expresadas en el artículo anterior, esto es, a las causas de inimputabilidad.

			
3. CAUSAS DE EXENCIÓN O ATENUACIÓN DE LA IMPUTABILIDAD


			3.1. Minoría de edad penal hasta 14 años

			— Los menores de 14 años están exentos de responsabilidad penal. Se presume, sin admitir prueba en contrario, que hasta los 14 años de edad no se comprende el carácter ilícito del hecho, o no se puede actuar según esa comprensión y, por tanto, no se puede responder penalmente [art. 1 de la Ley que Regula la Responsabilidad Penal del Menor (LRPM)].

			— Se trata de un criterio biológico puro (haber cumplido o no 14 años en el momento en que se comete el hecho) que no atiende a la madurez del menor ni entra a determinar su grado de comprensión de los hechos realizados, sino que declara automáticamente su inimputabilidad por no haber cumplido la edad señalada.

			— Ante la ausencia de responsabilidad penal, el art. 3 de la LRPM establece que se les aplicará lo dispuesto en las normas sobre protección de menores previstas en el Código Civil (CC) y demás disposiciones vigentes.

			3.2. Anomalía o alteración psíquica. Trastorno mental transitorio

			— El art. 20.1 del CP declara exento de responsabilidad penal:

			«Al que al tiempo de cometer la infracción penal a causa de cualquier anomalía o alteración psíquica no pueda comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión.

			El trastorno mental transitorio no eximirá de pena cuando hubiese sido provocado por el sujeto con el propósito de cometer el delito o hubiera previsto o debido prever su comisión.»

			— Este número primero del art. 20 engloba dos tipos de supuestos: la anomalía o alteración psíquica que tiene un carácter permanente, y el trastorno mental transitorio que tiene un efecto limitado en el tiempo.

			— Para aplicar esta eximente se precisan dos requisitos: la presencia de la anomalía, alteración o trastorno, y el efecto psicológico que debe producir en el autor en el momento de cometer el hecho, expresado en la afectación de la capacidad de comprensión o capacidad cognitiva o intelectiva (comprender la ilicitud del hecho) o bien en la capacidad de autodeterminación (actuar conforme a esa comprensión).

			3.2.1. Anomalía o alteración psíquica

			— Las anomalías o alteraciones psíquicas aceptadas como eximente tradicionalmente por el Tribunal Supremo (TS) español son las psicosis, que suponen un trastorno mental caracterizado por una pérdida de contacto con la realidad, y en las que se engloban la esquizofrenia y la paranoia. Se han apreciado como eximente completa cuando se ha actuado bajo un brote agudo, incompleta cuando el efecto ha sido parcial, e incluso como atenuante analógica del art. 21.7 del CP en el caso de que el efecto haya sido leve.

			— El TS ha rechazado tradicionalmente la psicopatía como eximente completa, aunque la haya aceptado en algún caso como atenuante de la responsabilidad penal, en el convencimiento de que no es una propia anomalía o alteración mental, sino más bien una alteración del carácter o de la personalidad.

			3.2.2. Trastorno mental transitorio

			— Requiere la presencia de un estado mental no permanente que puede tener una causa endógena o base patológica (una enfermedad, al igual que la eximente de anomalía o alteración psíquica), o bien obedecer a causas exógenas, esto es, a estímulos externos con independencia de su naturaleza, siempre que el efecto sobre la imputabilidad sea el mismo que el exigido para la anomalía o alteración psíquica: una afectación de la capacidad de comprensión o de actuación conforme a ella.

			— La diferencia entre ambas está no en los efectos o en su intensidad, sino en la duración del estado que provoca tal alteración de facultades.

			— La referencia que el art. 20.1 del CP hace al trastorno mental transitorio es para especificar que «no eximirá de pena cuando hubiese sido provocado por el sujeto con el propósito de cometer el delito o hubiera previsto o debido prever su comisión». Con ello se refiere el legislador a la figura de la actio libera in causa (o acción libre en su causa) que permite atribuir responsabilidad penal al sujeto que en el momento de cometer los hechos se encuentra en una situación de inimputabilidad derivada de un trastorno mental transitorio, si se colocó en dicho estado con la finalidad de cometer el delito (dolo directo) o bien previendo o pudiendo prever (dolo eventual, imprudencia consciente e inconsciente) su comisión, entendiendo que la decisión inicial que produce la situación de inimputabilidad al ser dolosa o imprudente con respecto al hecho delictivo que se comete en tal estado, permite su imputación personal al autor.

			3.3. Intoxicación plena y síndrome de abstinencia

			— El art. 20.2.º del CP declara que está exento de responsabilidad criminal:

			«El que al tiempo de cometer la infracción penal se halle en estado de intoxicación plena por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas y otras que produzcan efectos análogos, siempre que no haya sido buscado con el propósito de cometerla o no se hubiese previsto o debido prever su comisión, o se halle bajo la influencia de un síndrome de abstinencia, a causa de su dependencia de tales sustancias, que le impida comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión.»

			— La aplicación de esta eximente se basa, en primer lugar y al igual que la anterior, en la presencia de un presupuesto biológico que puede consistir:

			1) En un estado de intoxicación plena a causa de la ingestión de alcohol, drogas o cualquier otra sustancia con efectos similares.

			2) En un estado de síndrome de abstinencia a causa de la dependencia de esas mismas sustancias.

			— En segundo lugar se precisa que, como consecuencia de ese estado y en el momento de comisión de los hechos, se produzca un efecto psicológico que se exprese en la afectación de la capacidad de comprensión o capacidad cognitiva o intelectiva (comprender la ilicitud del hecho) o bien en la capacidad de autodeterminación en el momento de la comisión del hecho (actuar conforme a esa comprensión).

			— Se recoge expresamente también la figura de la actio libera in causa al especificar que se excluirá la responsabilidad penal siempre que el estado físico que fundamenta la exclusión no haya sido buscado con el propósito de cometer la infracción o no se hubiese previsto o debido prever su comisión. Así, si quien delinque en ese estado se ha colocado conscientemente en esa situación de inimputabilidad (dolo directo) para cometer el delito (por ejemplo, consume sustancias tóxicas para realizar un robo con violencia o intimidación), o bien ha podido prever que de colocarse en ese estado lo cometería (dolo eventual o imprudencia), no se excluye la responsabilidad penal (por ejemplo, golpea habitualmente a los miembros de su familia cada vez que se emborracha).

			— Este estado puede tenerse en cuenta como eximente completa cuando anula por completo las facultades, como eximente incompleta, e incluso está prevista una atenuante específica en el art. 21.2 del CP, que tiene en cuenta la grave adicción y que se aplica cuando concurre una disminución de la imputabilidad del sujeto con un efecto leve. Si se produce intoxicación pero no adicción, puede aplicarse la atenuante analógica del art. 21.7 que permite tener en cuenta cualquier otra circunstancia que sea análoga a las anteriores.

			3.4. Alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la infancia

			— El art. 22.3 del CP declara que está exento de responsabilidad penal:

			«El que, por sufrir alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la infancia, tenga alterada gravemente la conciencia de la realidad.»

			— Esta eximente requiere también un doble requisito: por un lado, una base biológica que consiste en una alteración en la percepción «desde el nacimiento o desde la infancia» que remite de forma directa a deficiencias físicas como la sordera, sordomudez, ceguera o alteraciones en la visión, pero que podría aplicarse a cualquier otra alteración en la percepción que afecte a la comunicación de la persona con su entorno; y, por otro lado, que, como consecuencia de lo anterior, la conciencia de la realidad esté gravemente alterada por lo que el sujeto, a consecuencia de este déficit que padece desde el nacimiento o desde la infancia, no pueda comprender que sus acciones son contrarias a Derecho por desconocer los valores dominantes en el medio social.

			— A quien es declarado exento de responsabilidad penal conforme a esta causa de inimputabilidad, se les puede aplicar, si fuera necesaria (art. 103 del CP) la medida de seguridad de internamiento en un centro educativo especial o cualquier otra de las medidas previstas en el art. 96.2 del CP (medidas no privativas de libertad).

			
II. CIRCUNSTANCIAS DE EXENCIÓN O ATENUACIÓN DE LA CULPABILIDAD

			
1. CONCEPTO


			— Estas circunstancias dejan subsistente la tipicidad y la antijuricidad del hecho anulando o atenuando la responsabilidad penal del autor, con base en el desconocimiento o conocimiento erróneo del carácter antijurídico del hecho realizado, o, a pesar de ese conocimiento, en la imposibilidad de exigirle un comportamiento diferente al autor.

			
2. CIRCUNSTANCIAS DE EXENCIÓN O ATENUACIÓN DE LA CULPABILIDAD


			2.1. El error de prohibición

			— El conocimiento de que lo que se realiza es contrario a Derecho constituye un elemento esencial de la atribución de la responsabilidad penal en cuya ausencia no puede imponerse una pena.

			— Al contrario que en otras ramas del ordenamiento jurídico como en el Derecho Civil en el que se presume que las leyes son conocidas por todos según determina el art. 6 del CC: «La ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento» (lo que implica que el error sobre ellas no puede alegarse como excusa de las acciones realizadas), en Derecho Penal rige el principio contrario y la atribución de responsabilidad penal sólo es posible cuando se actúa sabiendo que los hechos que se realizan son ilícitos (principio de culpabilidad).

			— Esta exigencia no implica que sea necesario un conocimiento completo y acabado de la norma en todos sus términos, pues ello haría en muchas ocasiones imposible la aplicación del Derecho, sino que es suficiente que el autor se represente la posibilidad de que el hecho que realiza esté prohibido teniendo en cuenta su grado de socialización, edad, nivel de formación, ámbito cultural del que procede, etc.

			— El art. 14.3 del CP establece lo siguiente:

			«El error invencible sobre la ilicitud del hecho constitutivo de la infracción penal excluye la responsabilidad criminal. Si el error fuera vencible, se aplicará la pena inferior en uno o dos grados.»

			— El error de prohibición es el desconocimiento o el conocimiento defectuoso sobre el carácter ilícito de los hechos que se realizan, de forma que quien actúa cree que sus hechos son conformes a derecho, están permitidos, cuando en realidad no es así.

			— La creencia de que los hechos están permitidos puede dar lugar a dos clases de errores diferentes:

			A) El error de prohibición directo, que recae sobre la licitud de la norma prohibitiva (desconozco que contaminar las aguas del río es constitutivo de delito).

			B) El error de prohibición indirecto que recae sobre la causa de justificación (sé que realizo un comportamiento típico, pero creo que me ampara una norma permisiva). A su vez, el error sobre la causa de justificación puede recaer:

			a) En la existencia de la propia causa de justificación (creo que golpear a mi hijo está permitido),

			b) en sus límites (creo que en legítima defensa puedo lesionar sin ningún límite los bienes del agresor), o

			c) en los presupuestos fácticos de la causa de justificación (creo que estoy siendo agredido, cuando en realidad me han abordado de noche para preguntarme una dirección).

			— A su vez, todas estas clases de error de prohibición según el art. 14.3 pueden dar lugar a dos modalidades diferentes:

			A) El error de prohibición invencible que excluye por completo la responsabilidad penal cuando quien actúa no pudo superar, dadas «las circunstancias del hecho y las personales del autor» (como dice el art. 14.1), el error o el desconocimiento sobre el carácter ilícito de los hechos que realizó. Es decir, no pudo salir de su error teniendo en cuenta las circunstancias en que se encontraba.

			B) El error de prohibición vencible que es aquel en el que quien actúa, dadas «las circunstancias del hecho y las personales del autor» (art. 14.1), hubiera podido conocer el carácter ilícito del hecho y salir de su situación de error, si hubiese puesto el cuidado debido. En este último caso, se afirma la responsabilidad penal del autor, aunque se disminuye en atención al desconocimiento de la antijuricidad (pero no se exime porque lo pudo haber evitado). Por esta razón, el art. 14.3 permite rebajar la sanción penal en uno o dos grados.

			2.2. El estado de necesidad disculpante

			— El art. 20.5 del CP, que regula el estado de necesidad, recoge, según la teoría de la diferenciación que mantienen tanto la doctrina como la jurisprudencia española, tanto el estado de necesidad como causa de justificación, como el estado de necesidad como causa de exclusión de la culpabilidad (el llamado estado de necesidad disculpante).

			1) Ambos requieren que concurra el presupuesto que permite la aplicación de esta causa de exención (art. 20.5), esto es, la existencia de un estado de necesidad en el que se actúa para evitar un mal propio o ajeno, lesionando un bien jurídico de otra persona o infringiendo un deber. Este estado de necesidad implica que, dada la situación, la única vía para salvar los bienes jurídicos propios o ajenos es lesionar los de un tercero (golpear a una persona, lesionándola, para poder salir el primero de un edificio en llamas).

			2) Además, ambos requieren también que concurran los requisitos segundo y tercero que enumera el art. 20.5, esto es, que la situación de necesidad no haya sido provocada intencionadamente por el sujeto; y que el necesitado no tenga, por su oficio o cargo, obligación de sacrificarse (que se analizan en el Tema 4, «La responsabilidad penal y la responsabilidad civil derivada del delito»).

			3) La diferencia entre ambos, que se expresa en su distinta naturaleza jurídica, se encuentra en el requisito primero de esta eximente que exige que el mal causado no sea mayor que el que se trate de evitar. Esta amplia redacción admite dos opciones:

			a) El estado de necesidad como causa de justificación, en el que los males en conflicto son desiguales, de forma que se realiza un mal de inferior valor al que se ocasiona (se lesiona el patrimonio para salvar la salud), y por eso el derecho declara permitida la conducta típica realizada.

			b) El estado de necesidad como causa de exclusión de la culpabilidad, en el que el mal que se realiza es del mismo valor que aquel que se evita (se destruye una vida para salvar otra), por lo que el ordenamiento jurídico no establece la conformidad a Derecho de la conducta típica, sino únicamente la disculpa personal al autor en atención a la situación en la que se encuentra, y en la que no es posible exigirle una conducta diferente (que sacrifique su vida para salvar la de otra persona).

			— Las consecuencias de la diferente naturaleza del estado de necesidad son muy importantes:

			1) Si la conducta típica es conforme a Derecho, el hecho está permitido para el autor y también para todos los partícipes.

			2) Si la conducta es antijurídica, como en el estado de necesidad exculpante, disculpamos personalmente a quien actuó en esa concreta situación, pero no a los partícipes en el hecho, ajenos a la situación de necesidad del autor, de manera que la causa de exclusión de la culpabilidad no puede hacerse extensiva con carácter general a todos ellos.

			2.3. El miedo insuperable

			— El art. 20.6 del CP afirma que está exento de responsabilidad penal el que obra impulsado por miedo insuperable.

			— El miedo es un estado psíquico de quien actúa, que puede afectar a quien lo sufre pero que no anula la capacidad de comprensión ni de actuación (ya que de lo contrario podría aplicarse una causa de inimputabilidad), y que deriva de la posibilidad de que se concrete una lesión o peligro para bienes jurídicos (se amenaza a una persona con matarla, si no accede a sustraer del banco en el que trabaja la cantidad de 50.000 euros).

			— Esta causa de exclusión de la culpabilidad tiene como fundamento la inexigibilidad de otra conducta, que permite excluir la responsabilidad penal por la realización de un hecho típico y antijurídico porque quien actúa se encuentra en una situación en la que el Derecho no puede exigirle que se comporte de forma distinta a como lo hizo.

			— La lesión inminente o el peligro debe ser serio y real, valorándolo no desde un punto de vista objetivo, como en el estado de necesidad, sino desde el punto de vista de la intensidad del pánico o miedo que sufre el autor del hecho. Esto no significa que quepa alegar la presencia de miedo insuperable en situaciones en las que sólo personas muy asustadizas o cobardes pueden sentirlo, sino que es necesario que la creencia de la persona en la posibilidad del mal sea razonable desde el punto de vista objetivo, aunque después se demuestre que existió un error porque el mal no era de suficiente entidad, o porque el hecho típico realizado no era necesario. En este caso cabe apreciar una eximente incompleta.

			— Para que sea insuperable, como exige el art. 20.6, es preciso que su intensidad sea tal que no sea posible soportarlo, por lo que no puede exigirse una conducta distinta a quien actuó en esa concreta situación. Si el miedo no es totalmente insuperable puede aplicarse una eximente incompleta.

			
III. CIRCUNSTANCIAS ATENUANTES MODIFICATIVAS DE LA RESPONSABILIDAD PENAL

			
1. CONCEPTO


			— Las circunstancias modificativas de la responsabilidad penal son aquellas que se tienen en cuenta en el momento de la determinación de la pena, agravando o atenuando la responsabilidad penal con base en elementos objetivos o subjetivos.

			— Las atenuantes reflejan en la sanción penal algunas de las circunstancias personales y fácticas que han rodeado e influido en el autor del hecho delictivo. Son circunstancias accidentales ya que de ellas no depende la existencia del delito, ni constituyen la base de la responsabilidad del sujeto, sino que se encargan de determinar la gravedad del hecho y constituyen la base para graduar la pena.

			
2. CIRCUNSTANCIAS ATENUANTES


			2.1. Grave adicción

			— Se considera circunstancia atenuante, según el art. 21.2.ª del CP: «La de actuar el culpable a causa de su grave adicción a las sustancias mencionadas en el número 2.º del artículo anterior».

			— Las sustancias que contempla el art. 20.2.º son las bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos.

			— De manera que la drogadicción puede dar lugar a una eximente completa cuando anula por completo la capacidad de comprensión y decisión; una eximente incompleta cuando afecta a dichas capacidades de forma relevante, y una atenuante cuando dicha afección es de carácter leve, disminuyendo la imputabilidad.

			— Hay que destacar que el art. 21.2.ª exige la presencia de una adicción que sea calificable como grave. En ausencia de adicción, pero en presencia de una disminución de la imputabilidad de carácter leve por ingestión de drogas o alcohol, entra en aplicación la atenuante analógica del art. 21.7.ª

			2.2. Estado pasional

			— Es circunstancia atenuante, según el art. 21.3.ª del CP: «La de obrar por causas o estímulos tan poderosos que hayan producido arrebato, obcecación u otro estado pasional de entidad semejante».

			— A través de esta circunstancia se engloban toda una serie de estados emocionales que tienen en común la existencia de un estado de excitación grave que produce una disminución de la imputabilidad de carácter leve.

			— Su aplicación requiere, en primer lugar, la presencia de una causa o estímulo que permita explicar la acción delictiva que se produce como reacción al comportamiento que procede de la víctima siempre que exista una cierta proporcionalidad en relación a éste.

			— Y, en segundo lugar, que la causa o estímulo disminuya la imputabilidad del sujeto afectando a su capacidad de comprensión o actuación. Si el efecto es tal que anula la imputabilidad, puede aplicarse una eximente completa o incompleta de trastorno mental transitorio.

			2.3. Confesión de la infracción

			— Según el art. 21.4.ª del CP, es circunstancia atenuante: «La de haber procedido el culpable, antes de conocer que el procedimiento judicial se dirige contra él, a confesar la infracción a las autoridades».

			— Esta circunstancia atenuante tiene como finalidad fomentar aquellos comportamientos que, con posterioridad al hecho, faciliten la investigación de éste (ésa es su orientación político-criminal) y su persecución judicial. No está relacionada con las circunstancias personales del sujeto ni del hecho, puesto que se fundamenta en una actividad del autor que se produce después de la comisión del delito.

			— Para su aplicación es necesario:

			1) Que el sujeto confiese a las autoridades o bien la comisión del hecho o su participación en el mismo.

			2) Que la confesión sea veraz, quedando excluida la aplicación de la atenuante cuando la confesión resulta falsa o tergiversada con la finalidad de obtener la exculpación, ya que se trata de atenuar la responsabilidad penal por colaborar con la Justicia.

			3) Que tenga lugar antes de que el sujeto conozca que el procedimiento judicial se dirige contra él. No es suficiente con desconocer la apertura del procedimiento judicial que podría dirigirse contra otras personas, sino que es preciso, además, que no se sepa que el procedimiento se dirige contra él.

			2.4. Reparación del daño

			— El art. 21.5.ª del CP considera circunstancia atenuante: «La de haber procedido el culpable a reparar el daño ocasionado a la víctima o disminuir sus efectos, en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad a la celebración del acto del juicio oral».

			— Esta circunstancia busca fomentar que se repare el daño que se haya podido ocasionar a la víctima, incluso durante el procedimiento judicial, siempre que se efectúe con anterioridad al juicio oral.

			— La reparación del daño a la víctima o la disminución de sus efectos, no se basa en una disminución de la imputabilidad del autor sino que está dirigida a la protección de las víctimas, propiciando que les sea reparado el daño que se les ha ocasionado. Fomenta un comportamiento que se produce con posterioridad a la comisión del delito y que puede tener lugar durante todo el procedimiento siempre no haya comenzado el juicio oral.

			2.5. Dilaciones indebidas

			— Según el art. 21.6.ª del CP, es circunstancia atenuante: «La dilación extraordinaria e indebida en la tramitación del procedimiento, siempre que no sea atribuible al propio inculpado y que no guarde proporción con la complejidad de la causa».

			— Esta circunstancia disminuye la responsabilidad penal porque se entiende que un retraso extraordinario de la tramitación del procedimiento afecta al derecho de la persona a que su causa sea oída y resuelta en un plazo razonable.

			— Es una circunstancia que se aplica por un comportamiento atribuible a terceros y que no tiene que ver ni con las circunstancias que concurren en el momento de los hechos, ni con un comportamiento posterior del sujeto.

			— Para su aplicación es preciso:

			1) Que el retraso sea de carácter extraordinario e indebido.

			2) Que no pueda atribuirse al inculpado en el sentido de que haya sido su actuación la que haya provocado el retraso en la tramitación del procedimiento.

			3) Que no sea proporcionado a la complejidad de la causa, con la intención de evitar su aplicación en casos de procedimientos muy complejos por la presencia de muchos inculpados, muchos delitos, varios países implicados, hechos cometidos a través de redes de criminalidad organizada, etc.

			2.6. Atenuante analógica

			— El art. 21.7.ª del CP considera circunstancia atenuante: «Cualquier otra circunstancia de análoga significación que las anteriores».

			— La redacción de esta atenuante permite que el juzgador tenga en cuenta otras circunstancias que, sin estar contempladas expresamente en el art. 21, pueden utilizarse para disminuir la pena como expresión de la analogia in bonam partem, que no está prohibida por la ley.

			— Para poder aplicar esta circunstancia es preciso que los hechos o datos que se van a considerar tengan un fundamento análogo, es decir, similar a los que se contienen en cualquiera de las circunstancias expresamente contempladas en el art. 21, constituyendo por tanto o una disminución del injusto, la imputabilidad o la culpabilidad o que respondan a consideraciones político-criminales que permitan disminuir la pena por similitud con las sí contempladas expresamente.

			
IV. SUPUESTOS DE EXCLUSIÓN DE LA PUNIBILIDAD

			
1. CONCEPTO


			— Los supuestos de exclusión de la punibilidad constituyen una serie de requisitos o condiciones que deben concurrir o faltar (dependiendo del delito) y que determinan una limitación de la intervención penal por razones de carácter político-criminal vinculadas a la necesidad o al merecimiento de pena.

			— Su efecto consiste en la imposibilidad de sancionar penalmente al autor del delito. Su naturaleza es muy distinta a la de las causas de justificación o exculpación, al dejar subsistente el injusto típico y la culpabilidad del autor, anulando únicamente el merecimiento o necesidad de pena en atención a una serie diversa de consideraciones político-criminales decididas por el legislador con la finalidad de limitar la intervención penal en algunos casos.

			— Se caracterizan, además, porque no tienen que ser abarcadas por el dolo del autor, por lo que operan aún en los casos de error, es decir, cuando el autor desconoce o tiene un conocimiento equivocado sobre su presencia o relevancia jurídica.

			
2. CLASES


			2.1. Excusas absolutorias

			— Son causas que están relacionadas directamente con la persona que ha cometido el delito, por lo que excluyen la punibilidad únicamente en relación a él, dejando subsistente la sanción del resto de partícipes en quienes no concurran.

			— Algunas tienen rango constitucional como la inmunidad del Jefe del Estado [art. 56.3 de la Constitución Española (CE)] y la de los parlamentarios por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones (art. 71 de la CE). Por las mismas razones tienen inmunidad el Defensor del Pueblo y los Magistrados del Tribunal Constitucional.

			— También son excusas absolutorias la establecida para los delitos patrimoniales cometidos entre parientes, siempre que no concurra violencia o intimidación (art. 268.1 del CP); la revelación de la rebelión o sedición (arts. 480 y 549 del CP) cuando se produce a tiempo de poder evitar sus consecuencias; la regularización tributaria o de la Seguridad Social reintegrando espontáneamente y tras la comisión del delito las cantidades indebidas (arts. 305.4, 307.3 y 308.5 del CP); y el desistimiento voluntario en la tentativa de delito (art. 16.2 del CP).

			2.2. Condiciones objetivas de punibilidad

			— Las condiciones objetivas de punibilidad son requisitos que se contienen en la definición de los delitos pero que no forman parte ni del tipo de injusto ni de la culpabilidad y, por tanto, no tienen que ser abarcados por el dolo del autor. Como forman parte de la definición del delito, si no están presentes, condicionan la imposición de la pena para todos los intervinientes, a diferencia de las excusas absolutorias que sólo benefician a la persona en quien concurren.

			— Entre ellas podemos mencionar la cuantía que se contempla en el delito de fraude a la Hacienda Pública del art. 305.1 del CP, y que impide la existencia del delito cuando la cantidad defraudada es inferior a 120.000 euros; o la previa declaración judicial de concurso en el delito de quiebra fraudulenta del art. 260.1 del CP que incrimina a quien causa o agrava la situación de crisis económica o insolvencia dolosamente.

			— Se diferencian de las condiciones objetivas de procedibilidad en que éstas condicionan la persecución procesal del delito. Como, por ejemplo, la denuncia de la persona agraviada, de su representante legal o querella del Ministerio Fiscal como requisito para poder iniciar un procedimiento penal por los delitos de agresiones, acoso o abusos sexuales (art. 191.1 del CP), o la querella de la persona ofendida o de su representante legal para poder iniciar un procedimiento por los delitos de calumnia e injuria (art. 215.1 del CP).

		

	
		
			TEMA 3

			
LAS PENAS Y LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD. SU APLICACIÓN. LAS CONSECUENCIAS ACCESORIAS

			
I. LA PENA

			
1. CONCEPTO


			— La pena consiste en una privación o restricción de bienes jurídicos, impuesta conforme a la ley, por los órganos jurisdiccionales competentes, al culpable de una infracción penal.

			1) La pena priva o restringe derechos fundamentales como el derecho a la libertad, a la intimidad, a elegir libremente residencia, o a elegir y ser elegido como representante en asuntos públicos, así como limita o restringe otros derechos como al trabajo o a la propiedad.

			2) La pena es una sanción contemplada en la ley, que además tiene que tener rango de Ley Orgánica, como así establece el principio de legalidad que consagra el art. 25.1 de la Constitución Española (CE).

			3) La pena debe ser impuesta por el Juez penal, de acuerdo con un procedimiento que está regulado en la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECrim).

			4) La pena se impone al culpable de una infracción penal. La culpabilidad es el fundamento y límite de la pena y tiene carácter personal. Si el autor carece de las capacidades para comprender el carácter ilícito de su comportamiento o no puede determinarse conforme a esa comprensión, por ser inimputable, se puede imponer una medida de seguridad, pero no una pena.

			— No se consideran penas [art. 34 del Código Penal (CP)]:

			1) La detención y prisión preventiva y las demás medidas cautelares de naturaleza penal.

			2) Las multas y demás correcciones que, en uso de atribuciones gubernativas o disciplinarias se impongan a los subordinados o administrados.

			3) Las privaciones de derechos y las sanciones reparadoras que establezcan las leyes civiles o administrativas.

			
2. CLASES DE PENAS


			2.1. Penas privativas de libertad

			— Son penas privativas de libertad, según el art. 35 del CP:

			1) La prisión permanente revisable.

			2) La prisión.

			3) La localización permanente.

			4) La responsabilidad subsidiaria por impago.

			— Cómputo de la pena privativa de libertad:

			1) Si el condenado está preso: la duración de la pena empezará a contarse desde el día en que la sentencia condenatoria sea firme. El tiempo de prisión preventiva se abona en su cumplimiento, así como la privación de libertad cautelar o prisión provisional.

			2) Si el condenado está en libertad: la duración de las penas empieza a contarse desde su ingreso en el establecimiento penitenciario para su cumplimiento.

			2.1.1. La prisión permanente revisable

			— El régimen de cumplimiento de esta pena consiste en un período de seguridad y, posteriormente, en la revisión de la condena.

			a) Período de seguridad. En él, el condenado tiene restringidos los beneficios penitenciarios, los permisos de salida y el acceso al tercer grado. La clasificación en tercer grado tiene que ser autorizada por el Tribunal, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social, oídos el Ministerio Fiscal e Instituciones Penitenciarias (art. 36.2 del CP):

			1) Si el condenado ha cumplido 15 años efectivos (supuesto ordinario).

			2) 20 años en los supuestos de delitos de terrorismo.

			3) 18 años si ha sido condenado por más de un delito y uno de ellos tiene prevista la prisión permanente revisable.

			En cuanto a los permisos de salida, tienen que haber transcurrido al menos 8 años de prisión en el supuesto ordinario, y 12 en los casos de terrorismo.

			b) Revisión de la prisión permanente revisable (art. 92 del CP), que se regula como suspensión de esta pena.

			1) Que hayan transcurrido 25 años de la condena.

			2) Que el condenado se encuentre clasificado en tercer grado.

			3) Que el Tribunal aprecie un pronóstico favorable de reinserción social, tras un procedimiento oral contradictorio en el que intervendrán el Ministerio Fiscal y el penado asistido por su abogado.

			4) Si el penado ha sido condenado por varios delitos, o dos o más de ellos están castigados con pena de prisión permanente revisable, o bien uno de ellos está castigado con una pena de prisión permanente revisable y el resto de penas suman 25 años o más, se exige que haya transcurrido un mínimo de 30 años de prisión (art. 78 bis del CP).

			5) Si se trata de delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo, o bien cometidos en el seno de organizaciones criminales, la prisión permanente se revisará a los 28 años de prisión, o bien a los 35, según la gravedad de los delitos (art. 78 bis).

			2.1.2. La pena de prisión

			— Tiene como límite mínimo los tres meses y como límite máximo, con carácter general, los 20 años.

			a) El cuanto al límite mínimo, cuando proceda imponer una pena inferior a tres meses, ésta será en todo caso sustituida por multa, trabajos en beneficio de la comunidad o localización permanente, aunque la ley no prevea estas penas para el delito (art. 71.2 del CP).

			b) En cuanto al límite máximo, el art. 76 del CP establece una serie de excepciones en los siguientes casos:

			1) Puede imponerse una pena de prisión de hasta 25 años cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y alguno de ellos esté castigado con pena de prisión de hasta 20 años.

			2) Puede imponerse una pena de prisión de hasta 30 años cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y alguno de ellos esté castigado con pena de prisión superior a 20 años.

			3) Puede imponerse una pena de hasta 40 años cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y al menos dos de ellos estén castigados con penas superiores a 20 años; y cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos de terrorismo.

			Hay que señalar que si debido a estas limitaciones la pena a cumplir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el Juez puede acordar (art. 78 del CP) que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias, por lo que en caso de concursos reales con penas muy elevadas, los 40 años de cumplimiento pueden resultar efectivos.

			c) Con relación al cumplimiento de la pena de prisión, el art. 36.2 del CP establece el denominado período de seguridad en virtud del cual:

			1) Para los penados a pena de prisión superior a cinco años, el Juez o Tribunal podrá ordenar (potestativo) que la clasificación en tercer grado de tratamiento penitenciario (prisión abierta) no se efectúe hasta que se haya cumplido la mitad de la condena.

			2) Cuando la duración de la pena de prisión exceda de cinco años y se trate de delitos de terrorismo, cometidos por organizaciones criminales, abusos sexuales cometidos contra menores de entre 13 y 16 años, relativos a la prostitución y corrupción de menores con víctimas menores de 13 años, en ningún caso la clasificación en tercer grado de tratamiento podrá efectuarse hasta el cumplimiento de la mitad de la condena.

			2.1.3. La localización permanente

			— Consiste en que el penado está obligado a permanecer en su domicilio o en un lugar determinado fijado por el Juez, pudiendo realizarse los sábados y domingos o de forma no continuada. Si el condenado incumple la pena, incurre en el delito de quebrantamiento de condena (art. 37 del CP).

			— Se puede cumplir mediante la utilización de medios mecánicos o electrónicos que permitan la localización del reo.

			— Esta pena puede ser aplicada:

			1) Como pena principal, para delitos leves, con una duración de un día a tres meses.

			2) Como sustitutivo penal (art. 71.2 del CP) cuando por aplicación de las reglas de determinación de la pena haya que imponer una pena de prisión inferior a tres meses (un día de localización permanente por cada día de prisión).

			2.1.4. La responsabilidad subsidiaria por impago (se explica en el epígrafe 2.3.3)

			2.2. Penas privativas de derechos

			2.2.1. Concepto

			— Son sanciones que pueden imponerse con carácter principal o accesorio y que suponen una restricción del ejercicio de distintos derechos que suelen estar relacionados con el tipo de delito cometido, como la privación del derecho de conducir para delitos cometidos con vehículos o la prohibición de aproximarse a la víctima para los delitos de violencia de género.

			2.2.2. Clases de penas privativas de derechos (art. 39 del CP)

			1) La inhabilitación absoluta.

			2) La inhabilitación especial, que puede ser de: empleo o cargo público, profesión, oficio, industria o comercio, u otras actividades determinadas en este Código, o de los derechos de patria potestad, tutela, guarda o curatela, tenencia de animales, derecho de sufragio pasivo o de cualquier otro derecho.

			3) La suspensión de empleo o cargo público.

			4) La privación del derecho de conducir vehículos a motor y ciclomotores.

			5) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas.

			6) La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos.

			7) La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o Tribunal.

			8) La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o Tribunal.

			9) Los trabajos en beneficio de la comunidad.

			10) La privación de la patria potestad.

			A) La pena de inhabilitación para empleo o cargo público.

			a) Inhabilitación absoluta.

			Produce la privación definitiva de todos los honores, empleos y cargos públicos que tenga el penado, incluso los electivos. Produce, además, la incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos o empleos públicos y la de ser elegido para cargos públicos, durante el tiempo de la condena (art. 41 del CP).

			— La privación definitiva de todos los honores, empleos y cargos públicos significa que el sujeto pierde la condición de funcionario público, que puede volver a obtener por vía de oposición o elección, una vez cumplida la condena y cancelados los antecedentes delictivos (art. 136 del CP).

			— Tiene una duración de seis meses a 20 años, salvo lo que excepcionalmente dispongan otras normas del Código. Deben hacerse constar expresamente en la sentencia los honores, empleos y cargos concretos sobre los que recae la condena.

			b) Inhabilitación especial para empleo o cargo público.

			Produce la privación definitiva del empleo o cargo público sobre el que recaiga, aunque sea electivo. Produce, además, la incapacidad para obtener el mismo u otros análogos durante el tiempo de la condena.

			— Tiene una duración de tres meses a 20 años.

			— En la sentencia tienen que especificarse los empleos, cargos y honores sobre los que recae la inhabilitación (art. 42 del CP).

			B) La suspensión de empleo o cargo público.

			Consiste en la privación del ejercicio del empleo o cargo público por un tiempo determinado (art. 43 del CP). No da lugar a la pérdida de la condición de funcionario público, sino sólo a la suspensión de su ejercicio, de modo que se puede ejercer de nuevo una vez que finalice el tiempo de duración de la pena que va de tres meses a seis años (art. 40 del CP).

			C) La inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo.

			Priva al penado, durante el tiempo de la condena, del derecho a ser elegido para cargos públicos (art. 44 del CP).

			D) La inhabilitación especial para profesión, oficio, industria o comercio o cualquier otro derecho.

			Priva al penado de la facultad de ejercerlos durante el tiempo de la condena. Tiene que concretarse el derecho del que se priva expresamente en la sentencia, y motivarse (art. 45 del CP).

			E) La inhabilitación para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento.

			Priva al penado de los derechos inherentes a la primera (subsistiendo los derechos del hijo respecto al penado), y supone la extinción de las demás, así como la incapacidad para obtenerlas durante el tiempo de la condena (art. 46 del CP).

			F) La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores.

			Inhabilita al penado para el ejercicio de estos derechos durante el tiempo fijado en la sentencia (art. 47 del CP).

			G) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas.

			Inhabilita al penado para el ejercicio de este derecho por el tiempo fijado en la sentencia (art. 47 del CP).

			H) La privación del derecho a residir o acudir a determinados lugares en que resida la víctima o sus familiares.

			Priva al penado del derecho a residir o acudir al lugar en que haya cometido el delito, o a aquel en que resida la víctima o sus familiares si fueran distintos (art. 48 del CP). El Juez o Tribunal puede acordar que el control de estas medidas se realice a través de los medios electrónicos que lo permitan.

			I) La prohibición de aproximarse a la víctima, a sus familiares o a otras personas que determine el Juez o Tribunal.

			Impide al penado acercarse a ellos, en cualquier lugar donde se encuentren, así como acercarse a su domicilio, a sus lugares de trabajo, y a cualquier otro que sea frecuentado por ellos (art. 48 del CP). El Juez o Tribunal puede acordar que el control de estas medidas se realice a través de los medios electrónicos que lo permitan.

			J) La prohibición de comunicarse con la víctima, sus familiares u otras personas que determine el Juez o Tribunal.

			Impide al penado establecer con ellas, por cualquier medio de comunicación o medio informático o telemático, contacto escrito, verbal o visual (art. 48 del CP). El Juez o Tribunal puede acordar que el control de estas medidas se realice a través de los medios electrónicos que lo permitan.

			K) El trabajo en beneficio de la Comunidad.

			Consiste en la prestación de un trabajo de utilidad pública por un tiempo determinado que puede ir de los 31 a los 180 días [art. 33.3 k) del CP].

			— También es una de las condiciones o prestaciones que puede imponer el Juez para la suspensión de la pena privativa de libertad (art. 84 del CP).

			— Los requisitos son (art. 49 del CP) los siguientes:

			a) No puede imponerse sin consentimiento del penado.

			b) No es retribuido.

			c) Consiste en labores de reparación de los daños causados, apoyo o asistencia a las víctimas o participación en talleres o programas formativos, de reeducación, laborales, culturales, de educación vial, sexual o similares. Estas actividades de utilidad pública estarán relacionadas con el delito cometido por el penado.

			d) Su duración diaria no puede exceder de las ocho horas.

			— Las condiciones en que se ejecutará son las siguientes:

			a) Bajo el control del Juez de Vigilancia Penitenciaria.

			b) Que no atente a la dignidad del penado.

			c) Que sea facilitado por la Administración.

			d) Gozará de la protección dispensada a los penados por la legislación penitenciaria en materia de Seguridad Social.

			e) No se supeditará al logro de intereses económicos.

			2.3. La multa

			2.3.1. Concepto

			Consiste en la imposición de una sanción pecuniaria (art. 50 del CP).

			Salvo que la ley diga otra cosa, se impondrá por el sistema de días-multa.

			— Además de pena principal en muchos delitos, es también una prestación o medida que condiciona la concesión de la suspensión de la pena de prisión (art. 84 del CP). También puede sustituir a las penas privativas de libertad inferiores a tres meses (art. 71.2 del CP).

			2.3.2. Clases de multa

			A) El sistema de días-multa

			a) Determinación de la extensión de la multa

			Consiste en imponer un número de cuotas de multa determinado que depende, en su extensión, de la gravedad del hecho cometido y la culpabilidad del autor, al igual que cualquier pena (art. 50.5 del CP).

			La extensión de la multa tendrá un mínimo de 10 días y un máximo de 2 años. Cuando se trata de personas jurídicas, la pena de multa tendrá una extensión máxima de cinco años.

			b) Determinación de la cuantía de la cuota

			Una vez determinado el número de cuotas, se decide la cuantía de cada cuota en función exclusivamente de la situación económica del reo, deducida de su patrimonio, ingresos, obligaciones y cargas familiares, y demás circunstancias personales del mismo (art. 50.5).

			— La cuota diaria tiene un mínimo de 2 y un máximo de 400 euros. Si el penado es una persona jurídica, el mínimo de la cuota diaria será de 30 euros y el máximo de 5.000.

			— Si la duración de la multa se fija por meses o por años, se entenderá que los meses son de 30 días y los años de 360.

			c) El pago de la multa en el sistema de días-multa

			Por causa justificada, se puede autorizar el pago dentro de un plazo de hasta dos años desde que la sentencia es firme. Se puede abonar de una vez o en los plazos que se determinen (art. 50.6).

			— Si después de la sentencia, variara la situación económica del penado, se podrá modificar tanto el importe de las cuotas como los plazos para su pago, una vez verificada dicha situación.

			B) La multa proporcional

			— En la multa proporcional, la sanción pecuniaria se establece únicamente en los casos en los que el CP así lo determine, en proporción al daño causado, al valor del objeto del delito o al beneficio reportado por el mismo (art. 52.1 del CP).

			— En los casos en que esta pena está prevista para las personas jurídicas y no es posible calcular el beneficio obtenido o facilitado, el valor del objeto, o la cantidad defraudada o indebidamente obtenida para determinar la multa en proporción a los mismos, la multa proporcional se sustituye por la multa fijada por el sistema de días-multa cuya extensión depende de la gravedad del delito (art. 52.4 del CP).

			a) Determinación de la cuantía de la multa proporcional

			Dentro de los límites fijados para cada delito, se determina la cuantía teniendo en cuenta no sólo las circunstancias atenuantes y agravantes, sino sobre todo la situación económica del culpable (art. 52.2).

			b) El pago de la multa proporcional

			Si después de la sentencia empeora la situación económica del penado, excepcionalmente y después de verificarlo, se puede reducir el importe de la multa dentro de los límites señalados por la ley, o autorizar que se pague en los plazos que se determinen.

			2.3.3. Responsabilidad personal subsidiaria por impago

			— Es una pena privativa de libertad (art. 35 del CP) que se impone en el caso de que el condenado no satisfaga voluntariamente o por vía de apremio la multa impuesta. Consiste en la sustitución de un día de privación de libertad por cada dos cuotas de días-multa no satisfechas (art. 53 del CP).

			— Si se trata de delitos leves, puede cumplirse mediante localización permanente, y también, si el penado está conforme, mediante trabajos en beneficio de la comunidad, en cuyo caso cada día de privación de libertad equivale a una jornada de trabajo.

			— Si se trata de multa proporcional, los Jueces o Tribunales establecen la responsabilidad personal subsidiaria según su prudente arbitrio, sin que pueda exceder de un año de duración. También puede cumplirse mediante trabajos en beneficio de la comunidad.

			— Si se trata de una multa impuesta a una persona jurídica:

			— Puede fraccionarse el pago durante un período de hasta cinco años, si su cuantía pone en peligro la supervivencia de la empresa o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

			— Si la persona jurídica no satisface voluntariamente o por vía de apremio la multa en el plazo señalado, se puede acordar su intervención hasta el pago total de la misma.

			
II. LA MEDIDA DE SEGURIDAD

			
1. CONCEPTO


			— La medida de seguridad consiste en una privación o restricción de bienes jurídicos, impuesta conforme a la ley, por los órganos jurisdiccionales competentes, a la persona que ha cometido un delito y presenta un pronóstico de peligrosidad criminal.

			— En virtud del principio de proporcionalidad, no pueden resultar ni más gravosas ni de mayor duración que la pena abstractamente aplicable al hecho cometido, ni exceder el límite de lo necesario para prevenir la peligrosidad del autor (art. 6.2 del CP).

			
2. PRESUPUESTO DE APLICACIÓN DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD


			— Las medidas de seguridad sólo pueden aplicarse cuando concurran los presupuestos establecidos previamente por la ley (art. 1.2 del CP), que son los siguientes:

			1. Que el sujeto haya cometido un hecho previsto como delito (art. 95.1.1.ª del CP)

			2. Que exista un pronóstico de peligrosidad criminal (art. 95.1.2.ª del CP)

			3. Que se trate de un sujeto en el que concurra alguna causa de inimputabilidad de las previstas en el art. 20 del CP:

			a) Anomalía o alteración psíquica y trastorno mental transitorio (art. 20.1).

			b) Intoxicación plena por drogas o alcohol y síndrome de abstinencia (art. 20.2).

			c) Alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la infancia (art. 20.3).

			4. También puede aplicarse a supuestos de semi-imputabilidad, cuando las causas de exclusión de la imputabilidad enunciadas en el epígrafe anterior no concurren de forma completa (eximente completa de culpabilidad) sino de forma parcial, configurando una eximente incompleta (art. 21.1 del CP) que deja subsistente la culpabilidad del autor, aunque se trate de una culpabilidad disminuida.

			5. También puede aplicarse a sujetos plenamente culpables en los casos en que se impone la medida de seguridad de la libertad vigilada.

			
3. CLASES DE MEDIDAS DE SEGURIDAD


			3.1. Medidas de seguridad privativas de libertad (art. 96.2 del CP)

			1. Internamiento en un centro psiquiátrico.

			2. Internamiento en centro de deshabituación.

			3. Internamiento en centro educativo especial.

			— En el caso de que concurran penas y medidas de seguridad privativas de libertad, el Juez o Tribunal ordenará que se cumpla primero la medida que se abonará para el cumplimiento de la pena. Si cumplida la medida, el Juez o Tribunal entiende que con el cumplimiento de la pena se pueden poner en peligro los efectos conseguidos, puede suspender el cumplimiento del resto de la pena (art. 99 del CP).

			3.2. Medidas de seguridad no privativas de libertad (art. 96.3 del CP)

			1. Inhabilitación profesional.

			2. Expulsión del territorio nacional de extranjeros no residentes legalmente en España.

			3. La libertad vigilada.

			4. La custodia familiar.

			5. La privación del derecho a conducir vehículos a motor o ciclomotor.

			6. La privación del derecho a la tenencia y porte de armas.

			
4. EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA QUE IMPONE UNA MEDIDA DE SEGURIDAD


			El Juez o Tribunal puede mantener la ejecución de la medida de seguridad, decretar su cese si desaparece la peligrosidad criminal, sustituirla por otra más adecuada, o dejar en suspenso su ejecución (art. 97 del CP).

			— Si se trata de una medida de seguridad privativa de libertad, o de una medida de libertad vigilada, el Juez de Vigilancia Penitenciaria tiene la obligación de elevar, al menos anualmente, una propuesta de mantenimiento, cese, sustitución o suspensión de la misma valorando los informes de los profesionales que asistan al sometido a medida de seguridad (art. 98 del CP).

			— Si se quebranta la medida de seguridad de internamiento, el Juez o Tribunal ordenará el reingreso del sujeto en el mismo centro. Si se trata de otra medida, el Juez o Tribunal puede acordar su sustitución por internamiento si está prevista para el supuesto de que se trate (art. 100 del CP).

			
5. LA LIBERTAD VIGILADA


			5.1. Concepto

			La libertad vigilada se considera una medida de seguridad no privativa de libertad (art. 96.3 del CP) que el Tribunal impone de manera facultativa o preceptiva y que se concreta en una serie de limitaciones, obligaciones, prohibiciones o reglas de conducta que tienen como finalidad tanto la protección de las víctimas como la rehabilitación y reinserción social del delincuente y que puede tener una duración de hasta 10 años, tal y como establece el art. 105.2 del CP.

			5.2. Aplicación de la libertad vigilada

			A) Como medida de seguridad no privativa de libertad, puede imponerse a las personas inimputables o semi-imputables con base en los presupuestos analizados en este epígrafe.

			B) Puede imponerse a sujetos culpables que ya han cumplido su condena (art. 106.2 del CP).

			En este caso, se impone con posterioridad al cumplimiento de la pena privativa de libertad de forma facultativa o preceptiva, tal y como disponga el CP en los casos en los que lo prevea de forma expresa. Estos casos son los siguientes:

			1. Homicidio y asesinato (art. 140 bis).

			2. Delitos de lesiones cuando la víctima es una persona del círculo familiar del autor (enumeradas en el art. 173.2).

			3. Delitos contra la libertad sexual (art. 192).

			4. Delito de quebrantamiento de condena (art. 458).

			5. Delitos de terrorismo (art. 579).

			5.3. Contenido de la medida de libertad vigilada (art. 106.1 del CP)

			Consiste en el sometimiento del condenado a control judicial a través del cumplimiento por su parte de alguna o algunas de las siguientes medidas:

			1. La obligación de estar siempre localizable mediante aparatos electrónicos.

			2. La obligación de presentarse periódicamente en el lugar que el Juez o Tribunal establezca.

			3. La obligación de comunicar el cambio de residencia o de lugar o puesto de trabajo.

			4. La prohibición de ausentarse del lugar de residencia sin autorización judicial.

			5. La prohibición de aproximarse a la víctima, o a aquellos de sus familiares u otras personas que el Juez o Tribunal determinen.

			6. La prohibición de comunicarse con la víctima, o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o Tribunal.

			7. La prohibición de acudir a determinados territorios, lugares o establecimientos.

			8. La prohibición de residir en determinados lugares.

			9. La prohibición de desempeñar actividades que puedan facilitar la comisión de delitos de similar naturaleza.

			10. La obligación de participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación sexual u otros similares.

			11. La obligación de seguir tratamiento médico externo, o de someterse a un control médico periódico.

			
III. APLICACIÓN DE LAS PENAS Y LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD

			
1. REGLAS DE APLICACIÓN QUE SON PRESUPUESTO PARA LA DETERMINACIÓN DE LA PENA


			1.1. Pena superior e inferior en grado

			1.1.1. La pena superior en grado (art. 70.1.1.ª del CP) se forma partiendo de la cifra máxima señalada por la ley para el delito de que se trate y aumentando a ésta la mitad de su cuantía, constituyendo la suma resultante su límite máximo. El límite mínimo de la pena superior en grado será el máximo de la pena señalada por la ley, incrementado en un día o en un día-multa, según la naturaleza de la pena a imponer.

			Ejemplo: homicidio, art. 138 del CP, que tiene prevista una pena de 10 a 15 años.

			Pena superior en grado: de 15 a 22 años y seis meses.

			A 15 que es su límite superior, se le suma la mitad de su cuantía, 7 años y 6 meses. La suma resultante es el nuevo límite superior, siendo 15 el inferior de la nueva pena (el antiguo límite superior) más un día (para impedir que coincidan el antiguo y el nuevo marco penal).

			— Límite máximo de la pena superior en grado

			Cuando, al subir de grado, se superen los límites máximos fijados para cada pena en el CP, el art. 70.3 establece los inmediatamente superiores para cada pena, fijando, entre otros, para la pena de prisión, una duración máxima de 30 años.

			1.1.2. La pena inferior en grado (art. 70.1.2.ª del CP) se forma partiendo de la cifra mínima señalada por la ley para el delito de que se trate y deduciendo de ésta la mitad de su cuantía, constituyendo el resultado de tal deducción su límite mínimo. El límite máximo será el antiguo límite mínimo reducido en un día o en un día-multa, según la naturaleza de la pena a imponer.

			Ejemplo: homicidio, art. 138 del CP, que tiene prevista una pena de 10 a 15 años.

			Pena inferior en grado: de cinco a 10 años.

			A 10 años que es el límite inferior, se le resta la mitad de su cuantía, cinco años. El resultado es el nuevo límite inferior, siendo 10 el superior de la nueva pena (el antiguo límite inferior) menos un día.

			— Límite mínimo de la pena inferior en grado

			Al bajar de grado, los Jueces o Tribunales no están limitados por las cuantías mínimas señaladas por la ley a cada clase de pena, sino que pueden reducirla tal y como resulte de la aplicación de la regla correspondiente (art. 71.1 del CP).

			— Si por la aplicación de las reglas anteriores tuviera que imponerse una pena de prisión inferior a tres meses, ésta puede sustituirse por multa, trabajos en beneficio de la comunidad o localización permanente (art. 71.2 del CP).

			— La pena inferior en grado a la de prisión permanente es la pena de prisión de 20 a 30 años (art. 70.4 del CP).

			1.2. Mitad superior e inferior de la pena

			Para calcular la mitad superior e inferior de la pena hay que dividir entre dos el tiempo entre el mínimo y máximo señalados por la ley, constituyendo la mitad inferior el período entre el límite mínimo y la mitad del intervalo, y la mitad superior el tiempo entre la mitad del intervalo y el límite superior de la pena.

			Ejemplo: homicidio, art. 138 del CP, pena de 10 a 15 años.

			Mitad inferior: de 10 a 12 años y seis meses.

			Mitad superior: de 12 años y seis meses a 15 años.

			En esta pena, el tiempo entre 10 y 15 años (límite mínimo y máximo) son cinco años que dividido entre dos hace dos años y seis meses, que se suman al límite mínimo para construir la mitad inferior y superior.

			
2. DETERMINACIÓN DE LA PENA. FASES


			2.1. Primera fase. Determinación de la pena abstracta

			La pena abstracta es la que establece la Ley a los autores de la infracción consumada (art. 61 del CP).

			Probado el hecho delictivo y la culpabilidad del autor para la determinación de la pena; o el hecho delictivo, la inimputabilidad y la peligrosidad criminal del reo para las medidas de seguridad, procede determinar la pena abstracta que corresponde al delito cometido y que se compone siempre de un mínimo y de un máximo que viene fijado en la ley.

			Ejemplo: art. 142 del CP, «El que por imprudencia grave causare la muerte de otro, será castigado, como reo de homicidio imprudente, con la pena de prisión de uno a cuatro años».

			Pena abstracta: uno a cuatro años.

			2.1.1. Variación de la pena abstracta

			Casos en los que la pena que abstractamente le corresponde al autor por la comisión de un delito consumado varía ya inicialmente:

			A) En los casos de concurso de delitos. Clases de concursos.

			1. Concurso ideal (art. 77 del CP). Se han cometido dos delitos, pero se consideran uno solo a efectos de pena y se les aplica una pena conjunta. Se calcula esta pena y a partir de aquí se procede a la determinación concreta de la pena conforme al resto de reglas. Hay dos clases de concurso ideal:

			a) Concurso ideal propio. Cuando un solo hecho constituye dos o más delitos, hay que aplicar en su mitad superior la pena prevista para la infracción más grave, sin que pueda exceder de la que represente la suma de las que correspondería aplicar si se penaran separadamente las infracciones (art. 77.2).

			b) Concurso medial. Cuando un delito es el medio necesario para cometer otro se impondrá una pena superior a la que habría correspondido, en el caso concreto, por la infracción más grave, y que no podrá exceder de la suma de las penas concretas que hubieran sido impuestas separadamente por cada uno de los delitos.

			2. Delito continuado (art. 74 del CP). Se han cometido varios delitos que se consideran uno solo con una pena conjunta. Se calcula esta pena y a partir de aquí se determina en concreto conforme al resto de reglas.

			Requisitos del delito continuado: cuando en ejecución de un plan preconcebido o aprovechando idéntica ocasión, se realizan una pluralidad de acciones u omisiones que ofendan a uno o varios sujetos e infrinjan el mismo precepto penal o preceptos de igual naturaleza, se impondrá la pena de la infracción más grave en su mitad superior, pudiendo llegar hasta la mitad inferior de la pena superior en grado.

			Por ejemplo, el empleado de un banco que desvía cada día los céntimos de todas las operaciones que realiza a una cuenta corriente de su titularidad que al cabo de un año arroja un saldo de 100.000 euros.

			— Excepción a esta regla (art. 74.3). No se aplicará si se trata de ofensas a bienes eminentemente personales, salvo que se trate de delitos contra el honor y contra la libertad e indemnidad sexuales que afecten al mismo sujeto, en cuyo caso hay que estar a la naturaleza del hecho y del precepto infringido para aplicar o no la continuidad delictiva.

			3. Delito masa (art. 74.2). Es una modalidad de delito continuado en el que las infracciones que se realizan son contra el patrimonio, por lo que se prevé que la pena se imponga teniendo en cuenta el perjuicio total causado. Se impondrá la pena superior en uno o dos grados en la extensión que se estime conveniente si el hecho reviste notoria gravedad y ha perjudicado a una generalidad de personas.

			B) Cuando hay que aplicar un tipo cualificado. Por ejemplo, el art. 138.2 del CP tipo cualificado de homicidio afirma: «Los hechos serán castigados con la pena superior en grado en los siguientes casos…». O el tipo cualificado del art. 187.2 del CP que con respecto al delito del art. 187.1 del CP (determinación a la prostitución) afirma que: «Se impondrán las penas previstas en los apartados anteriores en su mitad superior, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias…».

			C) Cuando se trata de tentativa de delito (art. 16 del CP), hay que aplicar la pena inferior en uno o dos grados a la señalada por la ley para el delito consumado en la extensión que se estime adecuada, atendiendo al peligro inherente al intento y al grado de ejecución alcanzado, como afirma el art. 62 del CP. Lo que supone aplicar la pena inferior en un grado cuando la tentativa es acabada, e inferior en dos grados cuando es inacabada.

			D) Cuando se determina la pena del cómplice, del que coopera en la ejecución del hecho con actos anteriores o simultáneos (art. 29 del CP). Como la pena inicialmente prevista es la que se aplica al autor, el art. 63 del CP prevé la aplicación de la pena inferior en grado a la fijada por la ley.

			E) Delitos especiales. Cuando en el inductor o en el cooperador necesario no concurren las condiciones, cualidades o relaciones personales que fundamentan la culpabilidad del autor, se podrá imponer la pena inferior en grado a la señalada por la ley para el delito de que se trate (art. 65.3 del CP). Por ejemplo, se trata de un delito especial, que requiere un autor funcionario público, y el inductor del delito no lo es.

			2.2. Segunda fase. Determinación en atención a supuestos de exclusión de la antijuricidad

			Una vez determinada la pena conforme a las reglas anteriores si fuesen de aplicación al caso, hay que analizar si el hecho típico es o no conforme a derecho por concurrir alguna causa de justificación de las contempladas en el art. 20 del CP:

			1) Legítima defensa (art. 20.4.º).

			2) Estado de necesidad (art. 20.5.º).

			3) Cumplimiento de un deber o ejercicio legítimo de un derecho (art. 20.7.º).

			Si no concurren todos los requisitos necesarios para eximir de responsabilidad en los respectivos casos (art. 21.1 del CP), estamos ante una eximente incompleta que rebajará la pena uno o dos grados partiendo de la señalada por la ley (y conforme a la aplicación si fuere el caso de las reglas anteriores), según el número y entidad de los requisitos que falten o que concurran (art. 68 del CP).

			Por ejemplo, se aplicaría una eximente incompleta en un delito de lesiones realizado en legítima defensa, pero con la utilización de un medio para repeler la agresión completamente desproporcionado en atención a ésta (falta el requisito segundo del art. 20.4).

			2.3. Tercera fase. Determinación en atención a supuestos de exclusión o disminución de la culpabilidad

			Una vez fijada la pena del tipo realizado y determinada la antijuricidad, procede determinar la responsabilidad penal del autor conforme a las siguientes reglas.

			2.3.1. Supuestos de inimputabilidad

			Si no concurren todos los requisitos necesarios para eximir de responsabilidad en los respectivos casos (art. 21.1 del CP), estamos ante una eximente incompleta que rebajará la pena uno o dos grados partiendo de la señalada por la ley, según el número y entidad de los requisitos que falten o que concurran (art. 68 del CP) en los siguientes supuestos de inimputabilidad:

			1) Anomalía o alteración psíquica (art. 20.1.º).

			2) Trastorno mental transitorio (art. 20.1.º, segundo párrafo).

			3) Intoxicación por ingestión de alcohol o drogas y síndrome de abstinencia (art. 20.2.º).

			4) Alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la infancia (art. 20.3.ª).

			2.3.2. Supuestos de exclusión de la culpabilidad

			Se aplica igualmente una eximente incompleta que permite rebajar la pena en uno o dos grados (art. 68 del CP) si falta algún requisito en las siguientes causas de exclusión de la culpabilidad:

			1) Estado de necesidad exculpante (art. 20.5.º), cuando los males en conflicto (o bienes jurídicos en juego) son de la misma entidad.

			2) Miedo insuperable (art. 20.6.º).

			2.3.3. Conocimiento de la antijuricidad

			Cuando el autor tiene un error, es decir, un desconocimiento o conocimiento defectuoso sobre el carácter ilícito del hecho que realiza, por creer que está permitido cuando en realidad no es así, podemos encontrarnos ante dos situaciones (art. 14.3 del CP):

			1. Si el error es invencible porque el autor, dadas las circunstancias, no pudo superarlo, se excluye la responsabilidad criminal.

			2. Si el error es vencible porque el autor hubiese podido salir de él poniendo el cuidado debido, se aplicará la pena inferior en uno o dos grados.

			2.3.4. Graduación de la responsabilidad penal por la presencia de circunstancias agravantes y/o atenuantes

			Las reglas del art. 66 del CP que establecen como actúan las circunstancias agravantes y atenuantes son de aplicación a los delitos dolosos siempre que sean graves o menos graves, ya que cuando se trata de delitos imprudentes o delitos leves, los Jueces o Tribunales aplicarán las penas a su prudente arbitrio sin tener que sujetarse a ellas (art. 66.2).
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